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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 6 de noviembre de 2013, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Hitters, Pettigiani, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa B. 65.285, "H.S. Informática S.R.L. contra Municipalidad de Pilar. Demanda contencioso administrativa".
A N T E C E D E N T E S

I. Alejandro Hubacher, en su carácter de socio gerente de la firma comercial "H.S. Informática S.R.L.", promovió, ante el fuero civil y comercial de San Isidro, demanda contra la Municipalidad de Pilar por el cobro de la suma de pesos veintiséis mil trescientos treinta y uno ($ 26.331), en concepto de facturas impagas derivadas de la prestación del servicio de mantenimiento técnico de equipamiento informático.

Peticionó, además, la condena al pago de los intereses calculados según la tasa activa y la imposición de las costas del juicio a la demandada (fs. 1/50).

II. Corrido el traslado de ley se presentó el apoderado de la Municipalidad de Pilar, quien, en primer término, opuso la excepción de incompetencia de jurisdicción por tratarse de una cuestión administrativa, atento la naturaleza de la contratación de la cual derivó la deuda reclamada. Luego solicitó el rechazo de la pretensión deducida por inadmisible (fs. 83/112). 

III. El juez de grado resolvió no hacer lugar a la excepción de incompetencia (fs. 118/119).

IV. La Municipalidad de Pilar contestó la demanda solicitando su rechazo (fs. 120/121).

V. Provisto el auto de apertura a prueba (fs. 126), la accionada interpuso recurso de revocatoria en su contra por no haber sido notificada de la resolución que rechazó la excepción de incompetencia; dedujo, también, apelación en subsidio contra tal decisorio (fs. 136 y 139).

VI. En razón de ello, la Cámara de Apelación departamental remitió los autos a esta Suprema Corte donde, a través de la resolución del 21-V-2003, se decidió radicarlos en virtud de tratarse de una pretensión de indudable naturaleza administrativa, dado que la deuda reclamada suponía la existencia de un contrato administrativo (fs. 148 y 153/154).

VI. Rendida la totalidad de la prueba ofrecida por las partes y no habiendo hecho uso éstas del derecho a presentar alegato, la causa quedó en estado de pronunciar sentencia, por lo que se decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es fundada la demanda?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. Relata la actora que en su carácter de empresa dedicada a la venta y servicios en el área de informática entabló relaciones comerciales con la demandada, lo que derivó en la concreción de varias operaciones por servicios de mantenimiento asentadas en su contabilidad, conforme lo demuestra con la documentación que acompaña a su escrito de inicio.

Agrega que la facturación originada en tales operaciones era recibida por el área de sistemas del municipio y abonada de acuerdo a la condición de venta consignada, siendo conformada por personal del área mencionada, en su gran mayoría por el contador Oscar Manuel Duhau.

Expresa que la relación entre las partes se desarrollo dentro de pautas normales hasta que la comuna comenzó a atrasarse en el pago, para luego negarse a firmar la factura de fecha 6-VIII-1998 tendiente al cobro del servicio de mantenimiento prestado durante el mes de julio de 1998.

Aduce, que la fluida relación que hasta dicha fecha mantuvo con la accionada, motivó que el 16-II-1998 aquélla confeccionará una nota de crédito -nº 1060- cancelando facturación impaga por haberse traspapelado ‑correspondiente a los meses de mayo y junio de 1997- y la solicitud de nuevas facturas, las que tampoco fueron abonadas.

Puntualiza que tal actitud y la mora en el pago motivaron la suspensión en la prestación del servicio.

Indica que ante el silencio del municipio frente a los distintos reclamos verbales formulados lo intimó, por carta documento 25577737-8 AR, a regularizar la situación, no habiendo recibido ningún tipo de respuesta.

Finalmente expresa que la conducta observada por la accionada, demostrativa de la mora en el cumplimiento de sus prestaciones, la obligó a iniciar la presente acción.

II. Por su parte, el representante de la Municipalidad de Pilar solicita el rechazo de la pretensión objeto de la demanda.

En forma genérica niega los hechos en los que la parte actora funda su reclamo, no haciendo ninguna referencia a su vinculación con aquélla.

Así también, desconoce la totalidad de la documentación "... que no sea expresamente reconocida, y que no haya emanado de mi conferente".

III. De las constancias administrativas agregadas como prueba documental a la causa y del resto de la prueba rendida por las partes, se desprenden los siguientes datos útiles a los fines de resolver la cuestión:

1) El 21-IV-1999 el señor Alejandro Hubacher, en su calidad de socio gerente de la firma "H.S. Informática S.R.L.", envió a la Municipalidad de Pilar la carta documento 25577737-8 AR intimando el pago de las facturas B-1044, B-1054, B-1062, B-1064, B-1066, B-1078, B-1085, B-1093, B-1101, B-1108 y B-1111, por un total de $ 26.331, con más costas e intereses desde la mora y hasta su cancelación definitiva (fs. 29).

2) A fs. 30/45 la empresa actora acompaña certificación de deuda expedida por Contador Público nacional y autenticada por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Capital Federal, donde consta que el saldo de la cuenta a cobrar de la Municipalidad de Pilar al 31-VIII-1998, ascendía a la suma de $ 26.331 e incluía las facturas detalladas en el punto anterior.

3) A fs. 83/109 la demandada agrega el expte. adm. 3108/1999 -originado como consecuencia del reclamo formulado por la carta documento referida en el punto 1)-, el que se conforma con copias de órdenes de pago emitidas por la demandada sin datos legibles que permitan identificar la deuda a cancelar y por facturas que no se corresponden con aquéllas cuyo pago se reclama.

4) La prueba informativa rendida por la accionante en el marco de lo dispuesto por el art. 45 de la ley 12.008 -texto según ley 13.101-, arrojó como único dato útil que el señor Duhau prestaba servicios en la comuna demandada en los años 1997 y 1998 (fs. 188). 

5) El testigo ofrecido por la parte actora -Francisco Carlos Stefanicki- declaró tener una relación laboral con "H.S. Informática S.R.L." pues, a pedido del señor Hubacher -socio gerente- lo acompañó varias veces "... por que me ofreció hacer el mantenimiento inmediato en caso de que tuviese problemas la municipalidad..."; que normalmente en las visitas que realizaba "... reparaba la máquina y efectuaba la factura y la misma era recibida por una persona que decía ser el contador" quien "... le firmaba un acuse de recibo en duplicado...". También declara que por comentarios del señor Hubacher sabía que se le adeudaba el pago de varias facturas cuyo monto aproximado ascendía a la suma de pesos veinte mil y que su vinculación con la empresa lo fue "... entre fines de 1997 y durante el verano y otoño de 1998..." (fs. 209/210).

6) La prueba pericial arrojó los siguientes resultados:

a. Pericial Contable parte actora (fs. 217 y 221):

- la empresa "H.S. Informática S.R.L." prestó servicios a la Municipalidad de Pilar durante el año 1996 de asistencia preventiva y correctiva de los desperfectos mecánicos, electromecánicos y electrónicos de sistemas de computación,

- el contador Duhau era agente de la aludida Municipalidad con el cargo de Director de Cómputos,

- en el folio 75 del libro Inventario y Balances 1 de la mencionada empresa "... se registra en el item Otros Créditos Corrientes las facturas pendientes de cobro a la demandada, bajo la cuenta denominada Municipalidad de Pilar, en gestión de cobranza por la suma de pesos veintiséis mil trescientos treinta y uno ($ 26.331,00)".

b. Pericial Contable parte demandada (fs. 232):

- la comuna requirió los servicios de la actora pero no existen constancias sobre el inicio de tales suministros, pudiendo inferirse de los antecedentes compulsados que el servicio en cuestión se prestó durante el año 1996,

- según lo informado por el Director de Compras a la Asesoría Letrada el municipio no emitió ninguna orden de compra a la firma actora durante el año 1998,

- no hay registro ni de las facturas cuyo pago se reclama, ni de deuda alguna con la "H.S. Informática S.R.L.".

IV. La cuestión a decidir se circunscribe a determinar si la firma "H.S. Informática S.R.L." tiene derecho a percibir la suma de dinero que reclama a la Municipalidad de Pilar ($ 26.331), correspondiente al servicio de mantenimiento técnico preventivo y correctivo de los sistemas de computación pertenecientes a la comuna, que afirma haber prestado en el período junio/1997 a julio/1998.

1. Preliminarmente he de señalar que este Tribunal ha sostenido que ante la falta de formalización de la contratación y como etapa ineludible y previa al reconocimiento de cualquier tipo de derecho pecuniario frente a la Administración comunal, es menester haber realizado una tramitación idónea para acreditar la efectiva prestación del o los servicios cuyo pago se reclama. En particular, resulta de toda necesidad que surja de la actividad probatoria cumplida, la comprobación de la recepción por la Administración comunal de los servicios que la empresa litigante dice haber prestado por encargo de aquélla (conf. causas B. 63.951, "T.C. Haedo S.R.L.", sent. del 3-XII-2008; B. 64.613, "Astilleros Neptuno S.C.A.", sent. del 5-X-2011, entre otras).

En igual sentido, la Corte Suprema de la Nación en la causa "Sciammarella, Romeo", sentencia del 4-VIII-2009, ha reiterado que "la validez y eficacia de los contratos administrativos se supedita al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales pertinentes en cuanto a la forma y procedimiento de contratación". Y que "la prueba de la existencia de un contrato administrativo se halla íntimamente vinculada con la forma en que dicho contrato queda legalmente perfeccionado. Cuando la legislación aplicable exige una forma específica para su conclusión, dicha forma debe ser respetada pues se trata de un requisito esencial de su existencia" (Fallos: 323:3924 y sus citas).

En consecuencia y como contrapartida, debe considerarse una mayor estrictez a la hora de admitir reclamos basados en la realización de prestaciones efectuadas al margen de los procedimientos reglados de la contratación administrativa -práctica usualmente escudada bajo el concepto de "legítimo abono"-, de modo de no trocar en regla aquello que, por esencia, debe ser un temperamento de excepción y para evitar la convalidación de hechos consumados al margen de la juridicidad, normalmente asociados a prácticas contrarias a un elemental criterio de transparencia en el manejo de los asuntos públicos (doctrina causas B. 66.693, "Recovering", sent. del 6-VII-2005; B. 57.652, "Gamma Producciones Artísticas y Publicitarias", sent. del 5-V-2010; B. 64.613, cit., entre otras).

En tal orden de ideas, a efectos de dirimir la cuestión debatida en autos, debe acudirse a las normas sobre contrataciones vigentes en la Municipalidad de Pilar, esto es las contenidas en los arts. 193 inc. 7° de la Constitución provincial; 151 a 156 de la Ley Orgánica de las Municipalidades -decreto ley 6769/1958-; 31, 156 y sigtes. del reglamento de Contabilidad y disposiciones de administración para las Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires, aprobado por Acuerdo del Tribunal de Cuentas de fecha 23-X-1991. 

Tal normativa establece como regla para la selección del contratista, los procedimientos de licitación (pública o privada) o concurso de precios y como excepción la contratación directa (arts. 151, 156, L.O.M. y 161, reglamento de Contabilidad y disposiciones de administración para las Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires).

2.a) Del análisis de los elementos contenidos en autos, resulta sencillo advertir que la relación de la empresa actora con la Municipalidad de Pilar se originó por fuera del marco normativo que la debió haber regido. 

En primer lugar, observo que "H.S. Informática S.R.L." no ha invocado ni probado la observancia de la referenciada normativa, ni la existencia de una actuación administrativa donde se hubiera resuelto contratar directamente los servicios que dice haber prestado; no presenta documentación que acredite o permita, al menos, crear una presunción respecto de ello. 

En tal sentido, nótese que la documentación que acompaña la actora en respaldo de sus dichos no logra acreditar el perfeccionamiento de contrato alguno con el municipio demandado, sólo se limita a afirmar en su escrito postulatorio que "Dentro del giro de sus negocios, entabló relaciones comerciales con la accionada, realizándose varias operaciones asentadas en la contabilidad de la empresa ... de acuerdo surge de las facturas que se acompañan" las que "... eran recibidas por el área de sistemas, abonando las mismas de acuerdo surge de la condición de venta expuesta en las mismas, siendo firmadas por personal de área en su gran mayoría por el Contador Oscar Manuel Duhau". 

b) Tampoco aporta elementos tendientes a acreditar la efectiva prestación del servicio y/o la recepción de aquél por parte de las autoridades municipales durante el período cuyo pago reclama. 

En efecto, las copias de las facturas a su entender no canceladas por la Administración (B-1044, B-1054, B-1062, B-1064, B-1066, B-1078, B-1085, B-1093, B-1101, B-1108 y B-1111) no están acompañadas de sus remitos de entrega, sólo aparece en ellas una firma sin identificar que -sin negar su autenticidad- entiendo insuficiente a fin de acreditar la contratación y la efectiva prestación del servicio, al igual que la certificación contable presentada por "H.S. Informática S.A." que valida únicamente registros contables de la empresa. 

Por su parte, el testigo propuesto por la actora -Francisco Carlos Stefanicki- (fs. 209/210), declara que a pedido del señor Hubacher realizó y facturó algún tipo de trabajo para la Municipalidad de Pilar entre fines de 1997 y mediados de 1998, confeccionando la respectiva factura recibida por una persona "... que decía ser el contador el cual se la recibía y le firmaba un acuse de recibo en el duplicado". Expresa, además, que el monto aproximado que el municipio adeudaba a "H.S. Informática S.R.L." ascendía a la suma de $ 20.000. 

A mi juicio, tal declaración testimonial tampoco aporta elementos que acrediten fehacientemente los dichos en que la accionante pretende fundar su pretensión, en tanto, más allá de la falta de precisión y de su valor meramente indiciario por ser el testigo un "colaborador" de la empresa accionante convocado por uno de sus socios gerente -Hubacher-, observo que no ha tomado conocimiento en forma directa de varios de los hechos declarados sino sólo por comentarios que le hiciera el propio Hubacher.

Con relación al expediente administrativo H.C.D. 3108/1999 -agregado a fs. 83/109 de la causa-, tampoco aporta documentación que permita arribar a una solución diferente y respecto de la prueba pericial actora (fs. 217 y 221) considero, tal como lo esbozara, que el mero asiento contable de que existen facturas pendientes de pago no sirve para acreditar la real prestación de los servicios que pretenden cobrarse.

A su vez, de la prueba pericial producida por la accionada surge que, de acuerdo con lo informado oportunamente por el Director de Compras de la Municipalidad, durante el ejercicio 1998 no se emitió ninguna orden de compra a favor de "H.S. Informática S.R.L." con quien, además, no se registra deuda (fs. 232 vta.).

Cabe recordar al respecto, que de acuerdo con lo establecido en el decreto ley 6769/1958 -arts. 197 a 200- es competencia del jefe de compras el diligenciamiento de los suministros y la certificación de la efectiva recepción de los servicios. 

Así, específicamente, el art. 198 dispone que los jefes de compras, con asesoramiento de las reparticiones técnicas en los casos necesarios, son quienes tienen a su cargo y bajo su responsabilidad, el diligenciamiento de los suministros que deban efectuarse a la municipalidad con arreglo a las normas establecidas para la adquisición directa, el concurso de precios y las licitaciones públicas y privadas. Por su parte, el art. 199 prevé que es obligación del jefe de compras comprobar y certificar la efectiva recepción de los artículos adquiridos por la municipalidad pudiendo el Intendente autorizarlo -cuando el volumen del trabajo lo justifique- a delegar dicha tarea en otros funcionarios, quienes asumirán la misma responsabilidad. 

En tal contexto quien la actora señala como la persona que -en su mayoría- conformaba las facturas presentadas -Duhau- si bien era empleado municipal, no se ha demostrado en autos que se le hubiera atribuido expresamente la función de certificar la prestación de los servicios y conformar las facturas presentadas al cobro, las que, además, no se encuentran debidamente intervenidas con el sello de la Municipalidad ni cuentan con fecha de recepción alguna, por lo que entiendo que no pueden considerarse como títulos hábiles para el pago.

V. Concluyo, entonces, que meritada la prueba rendida la prestación del servicio en cuestión no se encuentra suficientemente probada, lo cual es un presupuesto ineludible para la procedencia del pago pretendido.

La falta de demostración de los extremos aducidos en respaldo de la pretensión comporta una omisión insoslayable y torna aplicable la doctrina de esta Corte que señala que las omisiones probatorias del actor limitan los alcances de la decisión final del Tribunal, dado que en el ámbito del proceso administrativo el interesado debe aportar los elementos de convicción que permitan tener por acreditada la circunstancia que invoca, en tanto no actúa en simple instancia recursiva, sino en proceso de conocimiento, debiendo entonces cumplir con la carga probatoria respectiva (conf. art. 375, C.P.C.C.; doct. causas B. 61.339, "José Antonio Piazza Construcciones", sent. del 23-III-2002; B. 57.668, "Cruces S.A.", sent. del 4-VII-2007; B. 65.288, "Pasturienzi", sent. del 21-V-2008; B. 63.951, cit., entre otras), lo que no ha sucedido en la especie.

Por todo lo expuesto corresponde el rechazo de la demanda incoada. 

Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3°, ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

Voto por la negativa.

El señor Juez doctor Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó la cuestión también por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

Por los mismos fundamentos habré de adherir al voto del colega que abre el Acuerdo.

Lo expuesto no sin dejar de señalar que a diferencia de lo expresado en el punto IV ap. 2.a) del mismo, encuentro que más allá del nomen iuris dado por la accionante en su escrito postulatorio a la relación contractual que la unía con la Municipalidad demandada, ha sido ésta la que al interponer excepción de incompetencia e inadmisibilidad de la pretensión ha calificado aquélla como contrato de naturaleza administrativa realizado por la modalidad contemplada en el art. 151 de la Ley Orgánica municipal (decreto ley 6769/1958), es decir contratación directa (fs. 110/112 vta.), lo que se compadece con las constancias que resultan legibles del expediente 3108/99 que en fotocopia luce agregado (fs. 83/109) y con el informe del Director de Cómputos Contador Oscar M. Duhau agregado por la Perito Contador María Esther Pozzi en su dictamen evacuando los puntos de periciales propuestos por la accionada (fs. 229/232 vta.), que no fuera observado por las partes.

Es dable señalar que ha quedado acreditado que el señor Contador Público nacional Oscar M. Duhau prestaba servicios en la comuna durante los años 1997 y 1998, mediante confesional de fs. 183 y 188, como así que lo hacía con el cargo de Director de Cómputos, lo que surge de la Pericial Contable ofrecida por la parte actora que luce a fs. 217/vta. (arts. 384, 421 y 474 del C.P.C.C.).

Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3°, ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

Voto por la negativa.

El señor Juez doctor Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari votó la cuestión también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el acuerdo que antecede se rechaza la demanda interpuesta. Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3° in fine, ley 12.008 -texto según ley 13.101-). 

Por su actuación profesional en autos regúlanse los honorarios de la doctora Andrea Micaela Maggiano Paul, en la suma de pesos … (arts. 9, 10, 13, 14, 15, 16, 22, 23, 28 inc. "a", 44 inc. "b", 2° párrafo y 54, dec. ley 8904/1977), cantidad a la que se deberá adicionar el 10% (arts. 12 inc. "a" y 16 ley 6716 t.o. dec. 4771/1995) y el porcentaje que corresponda según la condición tributaria del mencionado profesional frente al Impuesto al Valor Agregado.

Regístrese y notifíquese. 


DANIEL FERNANDO SORIA


JUAN CARLOS HITTERS
EDUARDO JULIO PETTIGIANI


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI



JUAN JOSE MARTIARENA 



Secretario
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